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PROTOCOLO DE CALIFICACIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD PERMANENTE COMO CONSECUENCIA DEL PROCESO DE VIOLENCIA 
1980-2000
1. Objeto 

El presente protocolo tiene por objeto regular el procedimiento de calificación de personas con discapacidad permanente como consecuencia del proceso de violencia ocurrido entre mayo de 1980 y noviembre de 2000, regulado en el artículo 15 del Reglamento de inscripción en el Registro Único de Víctimas a cargo del Consejo de Reparaciones (CR).   

2. Marco jurídico 
.
· Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificado por el Estado peruano mediante Decreto Supremo Nº 073-2007- RE de 31 de diciembre de 2007 y vigente desde el 3 de mayo de 2008. 
· Ley N° 28592, Ley que crea el Plan Integral de Reparaciones - PIR y su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N° 015-2006-JUS, modificado por el Decreto Supremo  Nº 003-2008-JUS.

· Ley N° 27050 General de la Persona con Discapacidad Nº 27050 y su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 0003-2000-PROMUDEH. 
· Reglamento de inscripción en el Registro Único de Víctimas a cargo del Consejo de Reparaciones, aprobado mediante Acuerdo de Consejo Nº 9-08-04 de 27 de febrero de 2008 y su modificatoria aprobado mediante Acuerdo de Consejo Nº 21-08-92 de 2 de abril de 2008.  
· Resolución Ministerial Nº 252-2006/MINSA, que aprueba el formato del Certificado de Discapacidad.    
3. Exposición general     

El artículo 38º, Inc. “c” del Reglamento de la Ley Nº 28952, reconoce como beneficiarios del Programa de Reparaciones Económicas del Plan Integral de Reparaciones (PIR) a las personas que como resultado de atentados, agresiones o torturas, tienen una discapacidad física o mental permanente, parcial o total, reconocida por la Comisión Nacional de Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS). 

Para dicho efecto el Consejo de Reparaciones incorporó en el Reglamento de inscripción en el RUV la afectación sobre personas que resultaron con discapacidad permanente en los siguientes términos:  
“ (…) se entiende por víctima con discapacidad permanente a toda persona que como consecuencia del proceso de violencia ha sufrido una herida o lesión que haya devenido en una discapacidad total o parcial de carácter permanente, que le generen una o más deficiencias evidenciadas con la pérdida significativa de alguna o algunas de sus funciones físicas, mentales o sensoriales, que impliquen la disminución o ausencia de la capacidad de realizar una actividad dentro de formas o márgenes considerados normales, limitándola en el desempeño de un rol, función o ejercicio de actividades y oportunidades para participar equitativamente dentro de la sociedad”.

Asimismo, en concordancia con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley Nº 27050
, incorporó en dicha definición a las personas con “discapacidad sensorial
”, tipo de discapacidad que omite señalar el citado artículo 38º, Inc “c” del Reglamento de la Ley Nº 28592. 
4. Criterios  para la calificación de solicitudes de personas con discapacidad  
El CR ha encontrado inconvenientes de carácter jurídico y probatorio para la   calificación e inscripción en el RUV de víctimas con discapacidad. En este apartado se describen las dificultades encontradas y se proponen criterios a adoptar para proceder a la calificación de casos donde se alude a la condición de víctima de discapacidad como consecuencia del proceso de violencia.
4.1. Reconocimiento de la condición de discapacidad
El primer problema encontrado lo constituye el “reconocimiento” de la discapacidad por parte del CONADIS que establece el artículo 38º, inciso “c” del Reglamento de la Ley Nº 28592. Esta exigencia constituye una barrera legal para el registro de un alto porcentaje de víctimas
. 

Frente a este problema, el CR considera el artículo 8º de la Ley Nº 27050, Ley General de la Persona con Discapacidad, y el artículo 16º del Reglamento respectivo (Decreto Supremo Nº 0003-2000-PROMUDEH), donde se señala que el CONADIS tiene como función “registrar” a las personas con discapacidad. Por otro lado, el artículo 12º de la citada Ley indica que los hospitales de los Ministerios de Salud, de Defensa y del Interior, así como el IPSS (hoy ESSALUD), son las autoridades competentes para declarar y certificar la condición de discapacidad. 

Bajo una interpretación sistemática de las citadas normas, la misma que cuenta con el respaldo de la Defensoría del Pueblo y del CONADIS, en relación con el artículo 38º, literal “c” del Reglamento de la Ley Nº 28592, el CR considera que la condición de discapacidad se puede acreditar con cualquiera de los siguientes instrumentos: 

a) Resolución de CONADIS, en la medida que este registro presupone la evaluación y certificación de la discapacidad de una persona.

b) Certificado de Discapacidad emitido por hospitales públicos, por ser el documento oficial que acredita válidamente la condición de discapacidad de una persona.

4.2. Exoneración del certificado de discapacidad 
Un segundo problema constituye la dificultad para las víctimas respecto a la obtención del certificado de discapacidad. Las víctimas, sobre todo del área rural, no pueden obtener la referida certificación debido a la ausencia de médicos rehabilitadores en las zonas donde residen. De acuerdo con información proporcionada por funcionarios del Ministerio de Salud y SIS
, este tipo de especialistas son los únicos capacitados y autorizados para su emisión, y sólo algunos centros de salud ubicados en capitales de región cuentan con estos profesionales.

Con la finalidad de superar los inconvenientes planteados y ante la necesidad de establecer medidas de acción positiva que garanticen el acceso de este grupo de víctimas a las medidas de reparación previstas en la Ley Nº 28592; en aplicación del principio de simplificación establecido en el artículo 6 literal “e” del Reglamento de la referida Ley
, el Consejo de Reparaciones considera que, en algunas situaciones específicas, se puede prescindir de los documentos mencionados en el apartado anterior para certificar la condición de discapacidad de una persona. Estas situaciones son las siguientes:

a) Casos de personas con deficiencias estructurales visibles que condicionan discapacidad permanente, entendiendo esta situación como todo daño corporal que implique la pérdida de un órgano o parte de la estructura músculo esquelética (pérdida de hueso y masa muscular) que resulte observable a simple vista por cualquier persona, así como casos de hemiplejia y paraplejia. Los daños susceptibles de ser incluidos en este supuesto deben sustentarse en una declaración jurada del registrador del CR o de la institución que tenga la responsabilidad del registro de solicitudes en el marco de un convenio institucional. Excepcionalmente el CR solicitará elementos probatorios complementarios. 
b) Casos de personas cuya condición de discapacidad haya sido calificada por un registro pre existente. Respecto a estos casos, el CR reconoce la calificación efectuada previamente y la traslada al RUV, asumiendo las siguientes consideraciones:
· Para los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional,  funcionarios y servidores del Estado reconocidos por el Consejo Nacional de Calificación para Víctimas del Terrorismo, y miembros de comités de autodefensa, se considera suficiente el documento oficial entregado con el registro (informes médicos, resoluciones de baja o de indemnización) de cuya lectura se desprende una evaluación de la condición de discapacidad.

· Para los casos incluidos en otros registros pre existentes, se considera suficiente la mención efectuada a las deficiencias estructurales visibles que condicionan discapacidad permanente, pues se presupone que el responsable de recoger y analizar la información realizó una verificación objetiva de dicha condición. El CR podrá solicitar elementos probatorios complementarios si lo considera necesario.
c) Casos de víctimas con acceso limitado a centros de salud autorizados para la emisión del Certificado de Discapacidad. El CR considera pertinente exonerar del certificado de discapacidad a las víctimas que por razones de distancia y/o economía presentan dificultades objetivas de acceso a centros de salud que cuenten con profesionales autorizados para la emisión de dicho documento. En estos casos, la discapacidad permanente será acreditada a través de un certificado o informe médico emitido por un profesional de un centro de salud del Estado en el que se acredite el menoscabo a la salud física o mental de la víctima que permita advertir que se trata de una discapacidad permanente. El CR podrá solicitar elementos probatorios complementarios si lo considera necesario.

4.3. Determinación del grado de discapacidad 

El tercer problema encontrado es que los documentos que certifican la condición de discapacidad de una persona no siempre contienen información sobre el grado de discapacidad permanente de una persona (parcial o total, según la inadecuada terminología empleada por el artículo 38º del Reglamento de la Ley Nº 28952), ni sobre el menoscabo que una deficiencia física produce en una persona (leve, moderado, severo).

Frente a ello, el CR acuerda incorporar a las personas con discapacidad permanente en el RUV con la sola acreditación de la misma, sin la exigencia de demostrar el grado de discapacidad. Esta precisión, que corresponde al profesional médico especializado, puede constituirse en el primer paso de la atención en salud que, como forma de reparación, esta persona reciba.
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� 	Ley Nº 27050, Artículo 2º.- Definición de la Persona con Discapacidad: “la persona con discapacidad es aquella que tiene una o más deficiencias evidencias con la pérdida significativa de alguna o algunas de sus funciones físicas, mentales o sensoriales (…)”. Resaltado y subrayado nuestro. 


� 	Existen las siguientes modalidades de discapacidad sensorial: i) pérdida del sentido auditivo, ii) pérdida del sentido visual y iii) pérdida de ambos sentidos (audición y visual).  


� 	Del universo de 2,572 solicitudes presentadas ante el CR hasta el 31 de agosto de 2009, sólo 294 (8%) se encuentran inscritas en el Registro Nacional de la Personas con Discapacidad. De cumplirse la exigencia que señala la citada norma, más de 2,278 quedarían pendientes de inscripción (92%).   


� 	Reunión de coordinación entre funcionarios del CR y personal del Ministerio de Salud de 11 de setiembre de 2009, y reunión de coordinación con la coordinadora del SIS de la GERESA – Junín, de 4 de mayo de 2010.


� 	Reglamento de la Ley Nº 28592,  artículo 6º, literal “e” : “el acceso de las víctimas y beneficiarios a las instancias responsables del Registro Único de Víctimas y el Plan Integral de Reparaciones (PIR) deberá orientarse a la eliminación de etapas y requisitos que sean onerosos y no resulten estrictamente indispensables, privilegiando el cumplimiento de los fines del PIR sobre el cumplimiento de formalidades que no sean absolutamente necesarias”.   
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